Reestructuración productiva. Desarrollo y alcances en el sector eléctrico en Argentina

Julieta Haidar, Argentina 

Instituto de Investigaciones Gino Germani-UBA

Resumen

En la década del 90 del siglo pasado los gobiernos de América Latina implementaron un conjunto de políticas de carácter neoliberal que se alinearon con el proceso de reestructuración productiva iniciado a mediados de los años 70s. 

En sintonía con estas reformas, en Argentina se privatizaron cientos de empresas públicas, entre ellas una de las más importantes compañías eléctricas del país, Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires (SEGBA) la cual fue desintegrada en 1992 en ocho unidades de negocios.

El objetivo de esta ponencia es comparar las características que asumen las relaciones laborales en las empresas ex-SEGBA en dos períodos históricos: 1992-2001 y 2002-2014. 
En cuanto a las características de las relaciones laborales se van a analizar los niveles de empleo, la subcontratación de trabajadores, la negociación colectiva, los impactos sobre el sindicato de LYF CF en relación a su base de sustentación y sus mecanismos de reproducción material. Con respecto a la periodización, la primera etapa inicia con la privatización de SEGBA y culmina con la crisis económica de diciembre de 2001, la segunda comienza en 2002 con la salida del régimen de convertibilidad y aún se encuentra en curso, siendo el 2014 el año de corte a los fines de la investigación.
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Introducción

En la década del 90 del siglo pasado los gobiernos de América Latina implementaron un conjunto de políticas de carácter neoliberal (privatización de bienes comunes, apertura comercial, desregulaciones) que se alinearon con el proceso de reestructuración productiva iniciado a mediados de los años 70s. 
El gobierno argentino, en sintonía con estas reformas privatizó cientos de empresas públicas, entre ellas una de las más importantes compañías eléctricas del país, Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires (SEGBA) la cual fue desintegrada en ocho unidades de negocios en el año 1992. 
El principal impacto de esta medida sobre las relaciones laborales fue la brutal caída del empleo efectivo, el incremento de la subcontratación de trabajadores y la multiplicación de convenios colectivos precarizadores. Asimismo se vio afectado el sindicato de Luz y Fuerza Capital Federal (LYF CF) que sufrió, junto con la caída de su base de sustentación, un debilitamiento de sus mecanismos tradicionales de reproducción material (cuota de afiliación, aportes convencionales).

Una década después muchos países de América Latina (Brasil, Uruguay, Bolivia, Ecuador, Venezuela, Argentina) comenzaron a transitar un período caracterizado por el fin del consenso neoliberal y la llegada de gobiernos que proponen una mayor intervención del Estado.

En Argentina tras la crisis de diciembre de 2001 y con mayor fuerza desde el gobierno de Néstor Kirchner inaugurado en el año 2003, se inició un proceso de fortalecimiento del Estado que incluyó la re-estatización de empresas de servicios públicos (Aguas Argentinas, Aerolíneas Argentinas, Correo Argentino, parte de YPF). Sin embargo, no ocurrió lo mismo con las compañías de energía eléctrica, entre ellas la ex-SEGBA, que continúan en manos privadas.

En este marco nos interesa comparar las características que asumen las relaciones laborales en las empresas ex-SEGBA en dos períodos históricos, el que se extiende entre 1992 y 2001 y el que va de 2002 a 2014. 
En cuanto a las características de las relaciones laborales vamos a analizar los niveles de empleo, la subcontratación de trabajadores, la negociación colectiva, los impactos sobre el sindicato de LYF CF en relación a su base de sustentación y sus mecanismos de reproducción material. Con respecto a la periodización, la primera etapa inicia con la privatización de SEGBA y culmina con la crisis económica de diciembre de 2001, la segunda comienza con la salida del régimen de convertibilidad en 2002 y aún se encuentra en curso, aunque consideramos al 2014 como el año de corte
.
Para llevar a cabo este trabajo se utilizó una metodología cualitativa de caso, con soporte en datos cuantitativos. Esta metodología busca entender el caso en profundidad más que elaborar generalizaciones (Vasilachis, 2006). Las principales fuentes consultadas fueron: memorias y balances de la empresa Edesur (1992-2013), escalas salariales (2002-2010) y reportes financieros (2010-2014) de la empresa Edenor, convenios colectivos y revistas sindicales Dinamis para todo el período, series de datos sobre afiliación (1992-2012). 
Esta ponencia es resultado de una investigación concluida, cuya tesis principal es que: en comparación con el período que va de 1992 a 2001, entre 2002 y 2014 se incrementó el empleo efectivo, se efectivizaron los tercerizados, los convenios colectivos resultaron más beneficiosos para los trabajadores, creció la base de sustentación del sindicato y se fortalecieron sus mecanismos tradicionales de reproducción material; sin embargo esta tendencia positiva para los trabajadores y el gremio encuentra limitaciones en el carácter estructural de las transformaciones producidas en los años 90s. 
1) El período 1992-2001
En 1992 se privatizó la empresa estatal Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires, que se ocupaba de la generación, transmisión, distribución y comercialización del 80% de la energía eléctrica de Capital Federal y el Gran Buenos Aires. La misma fue desintegrada en cinco generadoras (Puerto, Costanera, Dock Sud, Dique y Pedro de Mendoza) y en tres distribuidoras (Edenor, Edesur y Edelap) operadas por grupos empresarios de capital privado nacional y extranjero.
Esta medida afectó de manera directa a los trabajadores de la empresa y en forma concomitante al principal sindicato que los representa, Luz y Fuerza Capital Federal
. Los primeros sufrieron el desempleo, la tercerización, la anulación del convenio colectivo que hasta entonces los regía y su reemplazo por otros convenios precarizadores; el segundo se vio afectado por la caída de su base de sustentación y la erosión de sus mecanismos de reproducción material.
a) Los impactos sobre los trabajadores

En 1992 SEGBA empleaba a 18.883 trabajadores efectivos. Tras ser privatizada, las empresas que se hicieron cargo del servicio disminuyeron en forma sistemática la dotación de personal apelando a la figura del retiro voluntario: 10.976 en 1993, 9.707 en 1994, 8.805 en 1995, 8.053 en 1996, 7.210 en 1997 y 6.837 en 1998 (Duarte, 2001). Entre 1993 y 1998 la contracción del empleo fue del 38%.
La distribuidora Edesur (un caso testigo del proceso) redujo su plantel en un 70% entre 1992 y 2002: 7.541 en 1992, 5.051 en 1993, 4.324 en 1994, 3.950 en 1995, 3.515 en 1996, 3.180 en 1997, 2.999 en 1998, 2.695 en 1999, 2.379 en 2000, 2.267 en 2001 y 2.251 en 2002 (Memorias y balances Edesur, 1992-2002).
La mayor parte de los trabajadores fueron despojados de sus empleos, al tiempo que otra parte continuó la relación laboral con las nuevas empresas, sólo que como subcontratados, es decir, empleados por empresas contratistas que prestaban servicios a las principales. A fines de 1999, Edesur informaba que tenía 112 empresas contratistas (Memoria y balance Edesur, 1999).

Junto con la reducción del personal, la privatización conllevó la anulación del convenio colectivo único que regía hasta entonces, el CCT 78/75. En su lugar a partir de 1993 el sindicato de LYF CF negoció convenios con cada una de las empresas de generación y distribución eléctrica
, a lo que se agregaron luego los firmados con las contratistas.

El CCT 78/75 se caracterizó por ser un convenio exhaustivo y protectorio para los trabajadores: la jornada básica era de 7 horas 12, las tareas se organizaban en quince categorías claramente diferenciadas, la contratación estaba limitada a casos excepcionales, el sindicato tenía injerencia en el ingreso a la empresa a través de la bolsa de trabajo.

 Los múltiples convenios que vinieron a reemplazarlo significaron un retroceso de estas conquistas: se amplió la jornada básica a 8 horas 12, las tareas quedaron desdibujadas en cinco o seis categorías (según la empresa) que además contemplaban la polivalencia, se introdujeron modalidades de contratación promovidas que habilitaban contratos por tiempo determinado, el sindicato perdió el manejo de la bolsa de trabajo.
b) Los impactos sobre el sindicato

Luz y Fuerza Capital Federal también sufrió los efectos de la reforma. Por un lado, la caída del empleo efectivo y el crecimiento del personal tercerizado implicaron una reducción drástica del número de afiliados activos: 15.274 en 1992, 11.724 en 1993, 9.175 en 1994, 4.901 en 1997, 4.696 en 1998, 4.531 en 1999, 4.281 en 2000, 4.112 en 2001 y 3.986 en 2002. En línea con el comportamiento del empleo efectivo, entre 1992 y 2002 el sindicato se quedó sin la tercera cuarta parte de sus miembros.
Para salvar esta situación, en 1996 reformó sus estatutos e incorporó una nueva categoría denominada “adherentes”, que contemplaba a los subcontratados que estaban encuadrados en convenios de LYF CF. A los mismos se les reconoce el acceso a los beneficios sociales del gremio (campings, hoteles, etc.) pero no los derechos políticos de votar y ser votados. 

La reducción del número de empleados y por tanto también de afiliados, supuso el deterioro de la base de sustentación misma de la organización. Pero además, implicó la erosión de los tradicionales mecanismos sindicales de reproducción material, entendidos como “aquellos que expresan las relaciones sociales a través las cuales una organización sindical se reproduce económicamente” (Haidar, 2015).
Tales mecanismos eran la cuota de afiliación y los aportes empresarios. La primera constituía un aporte voluntario de los trabajadores fijado estatutariamente en el 10 por mil de la escala de la categoría “D” a los diez años de antigüedad (Estatuto 1974, art. 16). Los segundos un aporte del 4% del total de la masa salarial que hacía SEGBA al sindicato para conformar fondos sociales (2,25% para colonia de vacaciones, 1,5% para vivienda y 0,25% para el fondo cultural, educacional y deportivo) (CCT 78/75 renegociado en 1986).

Sobre estas bases, los determinantes de los ingresos provenientes de estos mecanismos eran el número de trabajadores afiliados/convencionados (ligados al empleo) y los niveles salariales: a mayor número de trabajadores
 y mejores salarios, mayores los recursos que ingresan a la organización. 

Dada la caída del empleo y por tanto de la afiliación, el gremio modificó las bases de cálculo para evitar el drenaje de recursos. Así elevó la cuota mensual de los afiliados activos al 1% de la remuneración, es decir, del salario bruto (Estatuto 1996, art. 16) al tiempo que estableció una cuota fija para los adherentes, y negoció con las empresas privadas un aumento de los aportes sociales que llegaron al 6% de las remuneraciones totales.
Sin embargo, a pesar de que los salarios básicos crecieron en términos nominales y reales en este período
, y de que se incrementaron las alícuotas de los aportes de los trabajadores y las empresas, el descenso del empleo fue tan brutal que el gremio no logró frenar el déficit, según informaba la Secretaría de Hacienda año tras año desde 1992: “… debemos lanzarnos al sostenimiento de una Organización que en poco tiempo se vio reducida a la mitad de los afiliados activos y el crecimiento de los pasivos, por ello debemos agudizar el pensamiento y crear, modificar o suprimir lo que sea necesario para mantener un Sindicato cuyas bases no han cambiado y son la unidad, la Organización y la Solidaridad…” (Dinamis N° 38, agosto de 1992: 16).

2) El período 2002-2014

Tras la crisis de diciembre de 2001, la salida del régimen de convertibilidad hizo del sector eléctrico un negocio deficitario, ya que al pesificarse las tarifas mermaron los ingresos provenientes de la facturación, lo que tuvo consecuencias negativas para las empresas prestatarias fuertemente endeudadas en el exterior, al tiempo que las utilidades se vieron afectadas ante la posibilidad de mantener inalteradas las tasas de ganancias históricas (Azpiazu y Bonofiglio, 2006; Azpiazu, Bonofiglio y Nahón, 2008). 

En este marco, muchas empresas de electricidad cambiaron de propietarios y el Estado nacional creó una estructura, Energía Argentina Sociedad Anónima (ENARSA), orientada a administrar el servicio eléctrico. Sin embargo, ninguna de las compañías herederas de SEGBA retornó al Estado.
Aún así, el fin del consenso neoliberal, el fortalecimiento de las instancias de negociación, las políticas de protección del empleo y el salario, la recuperación de la función tutelar del Ministerio de Trabajo de la Nación, se conjugaron para orientar a las relaciones laborales en favor de los trabajadores.
Creció el empleo, se efectivizaron gran parte de los subcontratados y los nuevos convenios recuperaron conquistas históricas. LYF CF por su parte recobró parte de su base de sustentación y vio fortalecidos sus mecanismos de reproducción material.

a) Los impactos sobre los trabajadores

La distribuidora Edesur aumentó su plantel entre 2002 y 2013: tras el piso de 2.251 trabajadores en 2002, pasó a 2.258 en 2002, 2.277 en 2004, 2.338 en 2005, 2.407 en 2006, 2.534 en 2007, 2.590 en 2008, 2.628 en 2009 y en 2010, 2.849 en 2011, 2.928 en 2012 y 3.320 en 2013 (Memorias y balances Edesur, 2002-2013). 
Dentro del nuevo período el crecimiento fue del 47%, lo que significa una importante recuperación en relación a la caída experimentada en la década anterior. Éste constituye un proceso gradual y lento que aún no llegó a equiparar el nivel de empleo previo a la privatización, siendo que Edesur comenzó a operar en 1992 con 7.541 trabajadores efectivos, más del doble de los 3.320 con que pasó a contar en 2013.
Esta recomposición de carácter moderado obedece a que la reestructuración productiva introdujo transformaciones de difícil reversión. La nueva organización de personal, sumada a la incorporación de tecnología, garantizan a las empresas crecientes niveles de productividad (calculada como la relación entre el número de clientes y el número de empleados), prescindiendo de una masa de personal análoga a la de la antigua SEGBA. En esta dirección Edenor informaba que mientras que en 1997 tenía 659 clientes y 3532MWh vendidos por cada empleado, en 2010 esas cifras ascendieron a 971 clientes y 7124MWh por empleado, y en 2014 a 649 clientes y 4938 MWH vendidos por empleado (Reportes financieros Edenor, 2010 y 2014).

Por lo tanto, inferimos que el aumento del número de trabajadores efectivos se debe a dos motivos. Por un lado, a las negociaciones sindicales que lograron en forma progresiva la reducción de la jornada laboral en todos los convenios, con lo que obligaron a las empresas a incorporar un nuevo turno de trabajo (pasan de 3 a 4) y con ello nuevos empleados, en su mayoría técnicos. Por otro lado, porque muy lentamente, impulsadas por el reclamo de los trabajadores y la negociación gremial, las empresas fueron incorporando personal contratado a la planta permanente. 

Según datos del sindicato, a comienzos de 2013 aún existían por lo menos cerca de 25 empresas proveedoras de servicios, la mayoría de las distribuidoras Edenor y Edesur, que empleaban aproximadamente a 3.400 trabajadores. En mayo de ese año el gremio firmó un acuerdo por el cual las empresas se comprometieron a incorporar tareas, procesos y al personal perteneciente a contratistas.

Junto con el crecimiento del empleo y la reducción de la tercerización laboral, se registró en el nuevo período una reactivación de la negociación colectiva
: se recuperó la jornada básica de 7 horas 12, el sindicato recobró su potestad de intervenir en los ingresos vía bolsa de trabajo, se renegociaron las escalas salariales. Otros puntos en cambio permanecieron teñidos por la lógica de los años 90s, como la reducción de categorías -producto del desarme de los oficios- y la polivalencia.

b) Los impactos sobre el sindicato

Luz y Fuerza Capital Federal se vio beneficiado por la reactivación del empleo y la negociación colectiva. En relación al primer punto, el aumento del empleo efectivo y la reducción de los subcontratados se tradujeron en un crecimiento de la cantidad de afiliados activos: tras el piso de 3.986 alcanzado en 2002, pasó a 4.050 en 2003, 3.755 en 2003, 3.773 en 2005, 3.907 en 2006, 4.048 en 2007, 4.306 en 2008, 4.504 en 2009, 4.726 en 201, 5.030 en 2011 y 5.357 en 2012. 

A su vez los afiliados adherentes también crecieron en forma progresiva: 681 en 2004, 705 en 2005, 737 en 2006, 845 en 2007, 853 en 2008, 695 en 2009, 605 en 2010, 2249 en 2011 y 2703 en 2012. El salto producido en 2011 se debe a que se intensificó la lucha por la incorporación de los trabajadores subcontratados a la representación de LYF CF tras el asesinato del militante Mariano Ferreyra
 en octubre de 2010. Conveniarlos conforma el paso previo a la efectivización, ya que el sindicato elaboró un convenio modelo homólogo a los firmados con las empresas principales, bajo la premisa de que ningún trabajador contratado esté por debajo de un trabajador de planta.

Al igual que en el caso del empleo, lo que se evidencia es que si bien se produce un crecimiento del 34% de los afiliados activos, el mismo no logra recuperar los niveles previos a la privatización, cuando LYF CF tenía 15.274 afiliados.
No obstante, esta recuperación del empleo y por tanto también de la afiliación, implicó ampliar la base que sustenta y define a la organización. Al mismo tiempo, se fortalecieron los tradicionales mecanismos sindicales de reproducción material, la cuota de afiliación y los aportes empresarios, en vista de que se reactivaron sus determinantes: la cantidad de afiliados/trabajadores conveniados (ligados al empleo efectivo) y los salarios. 
Del análisis de los acuerdos salariales firmados con Edenor se desprende que los salarios reales crecieron entre 2002 y 2010 un 193%
, lo que significó aumentar la magnitud del dinero recaudado. Así, los ingresos sindicales provenientes de la cuota de afiliación crecieron no tanto por el incremento del número de afiliados, el cual fue menor, sino fundamentalmente por la dinamización de la negociación salarial (Haidar, 2015).

Al mismo tiempo, todos los convenios firmados en la nueva etapa incorporaron aumentos de las alícuotas de los aportes empresarios para fondos sociales respecto a los convenios de los años 90s, pasando del 6% al 7 u 8%.
Si bien no disponemos de los datos sobre la cantidad de trabajadores convencionados (base sobre la cual se calculan los aportes empresarios), teniendo en cuenta la evolución de Edesur y del número de afiliados, estimamos que hubo un crecimiento de la misma. Tal como en el caso de la cuota de afiliación, la incorporación de personal efectivo y sobre todo el crecimiento del salario real supusieron un incremento de los ingresos sindicales en virtud de los aportes empresarios, con respecto a la década del 90.
Según las publicaciones gremiales este mecanismo permitió revertir la tendencia negativa que venían reflejando los balances, pasando a tener registros superavitarios: $16.451.713 para 2007-2008, $31.200.000 para 2008-2009, $33.662.512 para 2009-2010, 50.022.824 para 2010-2011 y 81.090.340 para 2011-2012
.
Tras la salida de la convertibilidad el gremio volvía a tener margen para presionar y negociar según la dinámica histórica. Así lo leía la Secretaría gremial: “El crecimiento económico en los últimos años ofrece un marco favorable para la lucha para una más justa distribución de la riqueza, estamos en una etapa de recuperación de conquistas perdidas durante la dictadura militar y la década de los años 90. La recuperación salarial, mejores condiciones de trabajo (trabajo en blanco, jornada de trabajo, más puestos de trabajo, etc.) constituyen reivindicaciones que cuentan hoy con un amplio contexto social” (Dinamis N° 30, agosto 2007: 25).

Conclusiones
En el marco de la reestructuración productiva, con la privatización de SEGBA en 1992 y hasta la crisis de 2001, las relaciones laborales en las empresas ex-SEGBA se caracterizaron por un fuerte descenso del empleo, la extensión de la subcontratación laboral y convenios colectivos precarizadores, lo cual impactó en forma negativa sobre el sindicato de LYF CF, que perdió gran parte de su base de sustentación y vio erosionados sus principales mecanismos de reproducción material, la afiliación y los aportes empresarios para fondos sociales, que dependían de la cantidad de afiliados/trabajadores convencionados (ligados al empleo efectivo) y de los niveles salariales.

A partir de la salida del régimen de convertibilidad en 2002 y al menos hasta el 2014, en un clima de fin del consenso neoliberal y mayor intervención del Estado, las características de las relaciones laborales en el sector revirtieron la tendencia. Creció el empleo efectivo, se redujo la subcontratación de personal, lo convenios colectivos supusieron la recuperación de conquistas históricas en favor de los trabajadores, todo lo cual incidió positivamente sobre la organización gremial, que además de ampliar en forma progresiva su base de sustentación, fue fortaleciendo los mecanismos reproductivos tradicionales, de la mano del crecimiento del empleo y los salarios.

No obstante, el análisis comparado de los datos indica que la privatización generó transformaciones con efectos de largo alcance y de difícil reversión. En este sentido se ubica centralmente la caída del nivel de empleo, ya que las empresas introdujeron cambios en la organización del trabajo y nuevas tecnologías que prescinden de una planta de personal análoga a la que tenía la empresa eléctrica antes de la privatización.

Si bien en el período 2002-2014 los salarios crecen y los convenios colectivos se acercan al histórico CCT 78/75, no es posible equiparar la cantidad de trabajadores que empleaba SEGBA ni tampoco recuperar las viejas categorías de oficios con tareas claramente definidas. Todo esto marca límites a la acción reivindicativa del sindicato, así como a la posibilidad de recobrar él mismo las características expansivas que había alcanzado hacia mediados de los años 70s, en términos patrimoniales y organizativos. 
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� No obstante no está disponible toda la información requerida hasta el año 2014, interrumpiéndose en algunos casos antes. De ahí que algunas series lleguen hasta 2010, 2011, 2012 o 2013.


� Existe otro sindicato minoritario que representa al personal superior (APSEE).


� CCTs con: Edenor, Edesur y Edelap 225/93E, Edenor 167/95E, Central Puerto 215/97E, Central Costanera 134/95E, Edenor 353/99E, Edesur 316/98E.


� El sindicato de LYF CF tuvo históricamente niveles de afiliación cercanos al 100%.


� El CCT 167/95E firmado con Edenor a mediados de 1995 fijó en $570 ($567 reales, según IPC 1999=100) el básico para la categoría D. Según el CCT 353/99E a partir de marzo de 1999 el básico para idéntica categoría en la misma empresa era de $620 ($612,3 reales, según IPC 199=100), lo que supuso un incremento del 8% del salario real (Haidar, 2015).


� CCTs con: Central Puerto 460/02, Costanera 481/02, Dique y Edelap 468/02, Edenor 817/06, Edelap 860/07, Edesur 882/07, Dock Sud 889/07, Central Puerto 918/07, Endesa Costanera 969/08, Peble 911/07, Construcsur 925/07, SIBA 1079/09, Tecnodock 1077/09, EMA 1092/10, América Postal 1089/10, Leccentro 1085/10, MAG 1083/10, QB Andina 1087/10, Central Puerto 1286/12, SACME 1311/13, Peble 1349/13, Enarsa Servicios 1417/14, Dock Sud 1447/15.


� Mariano Ferreyra fue asesinado el 20 de octubre de 2010 en una manifestación mientras reclamaba por la efectivización de los trabajadores de una línea ferroviaria.


� En 2002 el salario básico para un trabajador de Edenor con una categoría testigo (la D) era de $720, lo que en términos reales equivale a $967,74 (IPC 12/06, Cifra), mientras que para 2010 el salario básico de idéntica categoría era de $5450,65 nominales, que equivales a $2392,73 reales (IPC 12/06, Cifra). Esa diferencia representa un incremento del 193% de los salarios reales (Haidar, 2015). 


� Memoria y balance ejercicio N° 69 (julio 2011 a junio 2012).
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